Informe final de la Comisión del caso Candela

En el ámbito de la “Comisión Especial de Acompañamiento para el Esclarecimiento del Crimen de Candela Sol Rodríguez”, ha sido para nosotros de gran importancia tomar conocimiento de lo actuado por los responsables de la investigación.

Esclarecer este crimen es una obligación del Estado, como también observar el correcto y eficiente funcionamiento de los organismos instituidos para protección de la sociedad y para la correcta y eficaz prestación del servicio de justicia, garantizado por nuestra legislación constitucional.
En este caso se observa como actuaron las instituciones del estado provincial, sus funcionarios y responsables políticos,  en algunos casos con un grado de eficiencia y responsabilidad acorde a los hechos y en otros la ineficiencia y errores cometidos han sido evidentes.

También es lamentable y preocupante la corrupción policial y la complicidad con sectores vinculados al delito, que ponen en duda a esta institución en detrimento de aquellos hombres de la policía que trabajaron con eficiencia y convicción para esclarecer este crimen y cotidianamente protegen la seguridad ciudadana.

El horrendo secuestro y homicidio de Candela Sol Rodríguez no ha sido uno más en la historia reciente de los bonaerenses, pero también es necesario destacar, aunque resulte obvio, que tampoco ha sido el único crimen que la sociedad ha sufrido y sufre día a día.
Ha venido a sumarse con “mayúsculas” a la larga lista de las víctimas del estado de inseguridad en que la comunidad se halla y que pese a los ropajes y disimulos de quienes hablan de “sensaciones”, no puede disfrazarse y se hace carne en la realidad cotidiana de quienes trabajan, estudian y viven en nuestra provincia.
Su repercusión mediática, la búsqueda fallida de la niña, y el protagonismo de los funcionarios políticos y de figuras populares que clamaban por su aparición con vida durante las largas jornadas que se vivieron desde su desaparición hasta el macabro hallazgo de su cuerpo sin vida, conmovieron profundamente a la sociedad toda.

Por ello, cuando desde el oficialismo de esta Cámara se propuso e impulsó la creación de una Comisión Especial para tomar conocimiento de la actuación de los funcionarios judiciales y de las fuerzas policiales dependientes del Gobernador, nuestro Bloque UNION-PRO-PERONISMO no pudo menos que acompañar la iniciativa y además integrarla Comisión Especialocupando su Vicepresidencia.

Entendimos que en nuestro rol como bloque de legisladores de la oposición no podíamos permanecer ajenos y sin aportar a nuestros representados nuestra propia visión sobre la investigación.

Cabe destacar que esta Comisión no ha sido creada para, ni ha tenido por objeto, el esclarecimiento del crimen de Candela. Tampoco suplantar la investigación que aún está en trámite en cabeza del Poder Judicial y del Poder Ejecutivo, ni llevar adelante una investigación paralela.
Asumimos nuestra tarea observando en todo momento el deber de reserva y confidencialidad que nos impusimos en el reglamento interno, respecto a toda la documentación a la que tuvimos acceso y de las manifestaciones vertidas por las personas que asistieron a brindar su testimonio.

Actuamos siempre con objetividad y con abstracción de las especulaciones políticas que la creación de esta Comisión en algunos sectores despertó.

Al inicio, junto al Senador Ruesga nos entrevistamos conla Procuradora General, Dra. Falbo, y luego con los sucesivos Presidentes dela Suprema Cortede Justicia, Dres. Pettigiani y De Lazzari, sobre los alcances y objetivos dela Comisión.

 

Durante los seis meses de su funcionamiento, se tomó conocimiento de todas las actuaciones judiciales labradas en el Departamento Judicial de Morón consistentes en: 48 cuerpos del expediente principal, 20 Legajos de Actuaciones Policiales  Complementarias, del servicio 911 (6 cuerpos de averiguación de paradero y 12 cuerpos de homicidio), 3 cuerpos de escuchas telefónicas de San Martín y 4 cuerpos actuaciones dela Direcciónde Análisis dela Investigaciónde las Comunicaciones.

A través de largas jornadas se entrevistó a periodistas, peritos, testigos, abogados defensores, imputados, a la madre de la víctima, a funcionarios policiales, al Fiscal y al Fiscal General, al Juez de Garantías de la causa y a los miembros dela Sala IIIdela Cámarade Apelaciones y Garantías dela Ciudadde Morón.

De los documentos y declaraciones recolectadas surge:

Que a las pocas horas de efectuada la denuncia por la madre de Candela, la policía, la familia y los vecinos iniciaron una intensa búsqueda de la niña durante toda la noche.

Que al día siguiente se hicieron presentes en la casa de Carola Labrador, altos mandos de la policía bonaerense para llevar adelante la investigación.

Que se realizó un importe despliegue investigativo a cargo de la policía y el Fiscal Tavolaro, supervisado por el Juez de Garantías de Morón Dr. Meade, disponiéndose la realización de rastrillajes, pesquisas, intervenciones telefónicas, allanamientos, etc.

Muchos son los interrogantes que se presentan en cuanto a este punto, toda vez que se puede verificar la ardua labor realizada porla Policía Bonaerenseen las pruebas colectadas y validadas en cuanto a su legitimidad porla Sala IIIdela Cámarade Apelaciones y Garantías de Morón.

Entonces, con tanta actividad policial, tantos móviles, pruebas, rastrillajes, testimonios, ¿cómo pudo haber una frustración tan grande, como encontrar una niña de 11 años muerta después de casi 8 días de cautiverio, alimentada y aseada? ¿Dónde falló la investigación? ¿Falló la comunicación entre las distintas unidades de la Policía? ¿Fue deficiente la instrucción del Fiscal? ¿Se desvió la investigación? ¿Los captores estuvieron bien organizados, conocían la zona y lograron ocultarse?
Según algunos testimonios brindados enla Comisiónpor periodistas y abogados defensores,  el hecho tendría vinculaciones con sectores de la policía de San Martín y con algunos miembros de la familia de la niña.

Un periodista aseveró que, si no se investiga las actividades de algunos miembros de la familia, no se va a llegar a nada en la causa.

Según otros, los encargados operativos de llegar a Candela habrían entablado una negociación paralela con sus captores.

En la declaración del padre de Candela no hay una imputación directa, pero sí se formula una sospecha hacía algunas personas que luego fueron imputadas por el Fiscal.

En este caso, sin lugar a dudas, los abogados defensores se convirtieron en los principales acusadores de la labor profesional desarrollada por los Dres. Nieva Woodgate, Meade y Tavolaro, por lo general, han instaurado una variable de análisis capaz de complementar un ángulo fundamental de la “imagen dela Justicia”.

Dichos profesionales han mantenido una estrecha relación con los medios masivos de comunicación, estos últimos no sólo son conscientes de la importancia de la figura de los abogados que influyeron en dar informaciones, pistas y detalles de la causa. Su participación es básica para el desarrollo informativo de una causa judicial.

Podemos mencionar que en algunas oportunidades, ciertos abogados han querido tener un perfil de alto nivel mediático con el objeto de generar en la opinión pública algún tipo de respuesta o acción que pueda traer cierto beneficio aunque más no sea sólo mediático, para su cliente.

Ahora bien, en esta turbulenta investigación muchas veces se ha olvidado el Código de Ética del Profesional del Derecho que los mismos letrados colegiados se han impuesto, y que me permito transcribir en dos artículos aquí:

“El abogado debe tener presente que es un servidor de la justicia y un colaborador de su administración; que su conducta ha de estar caracterizada por la probidad y la lealtad, y por el desempeño con dignidad de su ministerio; y que la esencia de su deber profesional es consagrarse enteramente a los intereses de su cliente, y poner en la defensa de los derechos del mismo su celo, saber y habilidad”.

“La conducta del abogado debe estar garantizada por la veracidad y la buena fe. No ha de realizar o aconsejar actos fraudulentos, afirmar o negar con falsedad, hacer citas inexactas o tendenciosas, ni realizar acto alguno que estorbe la buena y expedita administración de justicia o que importe engaño o traición a la confianza pública o privada”.

Muchos han sido los abogados defensores que fueron citados para recibir sus expresiones y el relato de su experiencia frente a la investigación del caso Candela.

En su paso porla Comisiónalgunos manifestaron tener denuncias, pruebas y documentación relevante para la investigación, como así también denunciaron irregularidades en la causa en las que se incluye la existencia de una red de complicidad entrela Policíay el Poder Judicial que llevaría a desviar la investigación hacia perejiles y dejar el caso sin esclarecer.

Dichas pruebas y denuncias nunca fueron aportadas a la Comisión, pese a que los profesionales se comprometieran en el término de unos días a acompañar una copia de la prueba que manifestaron tener en su poder.
Asimismo altos mandos policiales en actividad y retirados, en su paso porla Comisión, han manifestado su preocupación por la actuación de policías cómplices o tolerantes con el delito en general y se comprometieron a trabajar para expulsar de la institución a esos elementos nocivos.

Desde nuestra responsabilidad debemos trabajar para vigilar el cumplimiento de ese compromiso, siempre y constantemente para preservar a la institución.

Una fuerza eficiente, que garantice la seguridad, que esté imbuida de espíritu democrático y republicano, y que respete los derechos humanos de víctimas y victimarios, es una herramienta necesaria para la plena vigencia del Estado de Derecho.

Por ello no es nuestra vocación ni deseo la destrucción o abolición dela Policía.

Tampoco queremos que mediante una política de seguridad errática, de marchas y de contramarchas, de meros cambios de uniformes y de nombres,  con ausencia de capacitación y carencia de recursos, continúe la desmoralización y la pérdida de incentivos profesionales de sus integrantes. Porque sabemos que cualquier organización sucumbe ante esos males.
También fue citado porla Comisióna prestar declaración, el Juez de Garantías Meade.  En nuestro derecho positivo, la potestad jurisdiccional ha sido puesta en manos de los magistrados. Será el Juez, entonces, quien ordene la detención, quien dicte la prisión preventiva, quien resuelva sobre la excarcelación, la eximición de prisión y en definitiva quien ejercerá la potestad coercitiva del estado sobre las personas.

El 17 de abril del corriente año,la Sala IIIdela Excma. Cámarade Apelaciones y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de Morón, dictó resolución en referencia a la impugnación del dictado de la prisión preventiva de los imputados en la causa.

En un fallo dividido, se dispuso la libertad de todos los imputados como consecuencia de la nulidad decretada sobre las declaraciones indagatorias y el auto de prisión preventiva. Además se resolvió apartar al Juez Alfredo Meade y le solicitaron al Fiscal General Departamental, Dr. Nieva Woodgate, que evalúe “si el Fiscal debe continuar en la investigación”, al haber vulnerado el “principio de objetividad” en su accionar.

Por la mayoría, la doctora Fernández, sostiene en su fundamentación que “los principios de objetividad e imparcialidad fueron vulnerados”, y señala que estas circunstancias “se vuelven fácilmente detectables cuando, o bien se truncaron injustificada y llamativamente líneas de investigación, o bien directamente se soslayaron y ni siquiera se siguieron, aún estando ahí, a la detección de cualquiera que las quisiera ver, cuestión inexplicable y vaya a saber uno por qué”.

También se afirma en la resolución que “El juez reiteró los errores cometidos por el Fiscal y se apartó del rol de imparcialidad” que debe tener.

Por la minoría y en disidencia, el Dr. Adolfo Naldini consideró que no obstante la insuficiente imputación formulada por el Fiscal en las indagatorias, los detenidos pudieron igualmente ejercer su derecho de defensa.

Al determinarse la nulidad de las indagatorias, la investigación del caso sufrió un escandaloso retroceso. Los Camaristas, según sus declaraciones antela Comisión, encontraron “fallas técnicas” en la instrucción del caso.

No obstante, es muy importante destacar que las pruebas colectadas en las actuaciones penales y legajos complementarios de allanamientos, intervenciones telefónicas, testimonios, rastrillajes y demás, no fueron anuladas y mantienen su valor probatorio en el marco de la investigación penal preparatoria. 
Muchas contradicciones se presentaron antela Comisiónpara poder develar los interrogantes planteados durante la actuación judicial. No debemos olvidar que en distintas declaraciones realizadas, se ha manifestado el entorno delictivo que rodeaba a la niña.

También se ha señalado la responsabilidad institucional y funcional del Fiscal General de Morón Dr. Federico Nieva Woodgate, en su carácter de jefe del fiscal de la causa y atento a sus facultades y atribuciones establecidas por los artículos 16 y 26 de la ley 12.061, Orgánica del Ministerio Público.
En el estado actual de las actuaciones, y por los duros cuestionamientos dela Cámarade Morón, han quedado en crisis los desempeños del Fiscal Tavolaro y del Juez Meade, afectando sus investiduras y funciones de cara a la sociedad.

Por lo tanto es atendible, que bajo todas las garantías constitucionales previstas, se evalúen sus desempeños y tengan la oportunidad de aclarar y de justificar sus labores, de conformidad a su rol institucional.

Apelamos a la actuación del nuevo Fiscal a cargo de la causa, el Dr. Ferrario quien en su paso porla Comisióngeneró expectativas en el sentido de que el presente no va a ser un caso impune y olvidado, sino que se encuentran trabajando para dar luz al esclarecimiento del asesinato de la menor.

 

Para concluir debemos destacar:

Que el principal fracaso fue no haber podido rescatar con vida a la niña, aún con el importante despliegue realizado. Esta es la principal culpa. Probablemente, alguien no dijo todo lo que tenía para decir y otro no siguió la pista correcta.

La ausencia de resultados positivos en la búsqueda de Candela y en tantos otros casos, nos hace reflexionar.

Actualmente hay aproximadamente 600 niños bonaerenses en situación de     extravío. Según lo informado por la organización Missing Children, el 70% de los chicos denunciados como desaparecidos en nuestro país, pertenecen a la Provincia de Buenos Aires.
Detrás de la desaparición de niños se esconden delitos como los de prostitución, la pornografía infantil y el tráfico de adopciones.

Por ello creemos necesario establecer un protocolo ante el caso de desaparición de un niño bajo la presunción de que se encuentra en riesgo, con la finalidad de maximizar la eficiencia de su búsqueda, cualquiera fuere el lugar de ocurrencia y el organismo que recibiera la denuncia.

En este sentido tiene estado parlamentario en esta legislatura el Proyecto E-241/11-12 del Senador Meckievi que integra nuestro bloque, creando el Programa “ALERTA NIÑO”, el que debería ser ejecutado por el Ministerio Público dela Provinciade Buenos Aires, mediante un procedimiento especial e inmediato para la coordinación y articulación de las fuerzas estatales para salvaguardar la vida e integridad de los niños.

Que pese a todo lo negativo de este caso, debemos rescatar que el propio sistema judicial mediante los mecanismos procesales y recursivos previstos, corrigió los errores que en las indagatorias y prisiones preventivas pudieron haber incurrido el Fiscal y el Juez de la causa.
Que actualmente hay un nuevo Fiscal a cargo, trabajando en el caso, y que toda la evidencia probatoria recolectada con anterioridad permanece incólume dentro del marco dela Investigación PenalPreparatoria.

Que la causa todavía está en instrucción y como lógica consecuencia no pueden sacarse conclusiones definitivas, las que surgirán en todo caso, juicio oral mediante.

Que esta causa ha tenido una fuerte impronta mediática, pero este no es un informe “mediático”, sino que se basa exclusivamente en la documentación  recolectada porla Comisióny las declaraciones testimoniales recibidas de las cuales se conservan sus versiones taquigráficas.

Por ello, es nuestra preocupación que los distintos informes que se elaboren en esta Comisión, no aporten más confusión a la reinante en la opinión pública, ni que sirvan de obstáculo involuntario al esclarecimiento del caso, ni tampoco como instrumentos dentro de una disputa política cuyos resultados terminen siendo funcionales a la evasión de las responsabilidades penales de aquellas personas sobre las cuales pesan elementos de cargo existentes en la investigación penal preparatoria.

 

Por todo ello proponemos:

1) Ala Suprema Cortede Justicia y ala Procuración Generalla elaboración e instrumentación de protocolos para la comunicación de la labor  judicial y el manejo de las relaciones públicas con los medios.

2) Remitir copias de los informes elaborados por esta Comisión, al Poder Ejecutivo y ala Honorable Cámarade Diputados para su conocimiento.

3) Que atento a lo que surge de las actuaciones judiciales desarrolladas en relación al caso en el Departamento Judicial de Morón; a la resolución dela Sala IIIdela Cámarade Apelaciones y Garantías de Morón, que decretó la nulidad de las declaraciones indagatorias de los imputados y dispuso su libertad, formulando graves cuestionamientos a las actuaciones del Fiscal y del Juez de la causa; al contenido de las declaraciones que estos últimos brindaron en el seno dela Comisión; a que en definitiva reconocemos como propósito esencial del Estado constitucional de derecho, la afirmación de un régimen de libertad personal y de justicia social fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre, en el cual el proceso no puede menos que concebirse como garantía de la correcta aplicación del Derecho Penal y de respeto a los derechos y garantías del individuo.

Que por todo ello han quedado cuestionados los desempeños del Fiscal Tavolaro y del Juez Meade, afectando sus investiduras y funciones de cara a la sociedad.

Por lo tanto es atendible, que bajo todas las garantías constitucionales previstas, se evalúen sus desempeños y tengan la oportunidad de aclarar y de justificar sus labores, de conformidad a su rol institucional, remitiéndose a tales efectos los informes elaborados por esta Comisión Especial, a la Suprema Corte de Justicia, a la Procuración General y a la Comisión Bicameral de Enjuiciamiento de Magistrados y Funcionarios.
4) Que las fuerzas policiales han sido nuevamente cuestionadas por su actuación en este caso.

Policías, en su paso porla Comisión, manifestaron su preocupación por la actuación de policías cómplices o tolerantes con el delito en general. Asimismo, es necesario el compromiso interno de la propia fuerza para expulsar de la institución a esos elementos nocivos.

Pero fundamentalmente debe existir una fuerte voluntad política para encarar con decisión y sin efectismos, un verdadero trabajo de profesionalización de la fuerza.

No bastan los cambios de nombres, ni los de colores de uniformes y patrulleros.

Esa tarea implica un esfuerzo mayor en la aplicación de los recursos destinados a inversión en formación, capacitación, remuneraciones, instalaciones y equipamiento.

También un verdadero liderazgo ético basado en el compromiso con resolver el problema de la inseguridad, haciendo hincapié en sus causas y no en sus consecuencias.
Que deje de lado los anuncios que no se cumplen y las oportunas puestas en escena.
Asimismo se necesitan convicciones para terminar con las complicidades y lograr poner de pié una fuerza eficiente, compuesta por hombres y mujeres con dignidad y orgullo por su trabajo, abierta a la sociedad, que garantice la seguridad, que esté imbuida de espíritu democrático y republicano, y que respete los derechos de víctimas y victimarios.
No debemos olvidar la necesidad de contar con una fuerza policial y que aquellos que recién ingresan son jóvenes de 20 años a quienes tenemos la obligación de capacitar y de alentarlos a caminar por la senda virtuosa del servicio público, siguiendo los buenos ejemplos de aquellos oficiales y suboficiales que a lo largo de los años han dado sobradas muestras de eficiencia en pos de proteger a la sociedad.

Algunos de ellos habrán participado subordinados y sin un grado de responsabilidad en esta causa, buscando denodadamente a Candela, y por ello no podemos permitirnos meter a todos dentro de una misma bolsa y estigmatizar y desmoralizar a una institución compuesta por 50.000 personas que exponen diariamente sus vidas.

En este orden de ideas, hay que separar la paja del trigo y destacar que las pruebas recolectadas por la investigación policial no han sido impugnadas en la causa y conservan su valor probatorio aún luego de la resolución dela Cámaraque otorgó la libertad a los detenidos.

En consecuencia y sin perjuicio de las actuaciones penales que puedan existir en trámite o de las denuncias que formulen quienes expusieron antela Comisión, se remitan copias de los informes elaborados por esta, al Ministerio de Justicia y Seguridad, para que se le de actuación ala Direcciónde Asuntos Internos a efectos de que analice la actuación de los funcionarios policiales en el caso que nos ocupa, si los mismos actuaron con profesionalismo en el marco de los principios de atención prioritaria al ciudadano, el respeto a la ley, a los Derechos Humanos, la efectividad del servicio y la transparencia en las actuaciones de cada uno de sus funcionarios, iniciando los sumarios administrativos que correspondan para sancionar y en su caso exonerar de la fuerza a quienes obraron en violación a la ley sin perjuicio de las acciones penales que cupieren.

5) Por último exhortamos a colaborar en forma plena, para lograr una investigación transparente que culmine con el esclarecimiento del crimen de Candela Sol Rodríguez y la condena de los responsables.

Un papel de fundamental relevancia cobra en esta instancia el nuevo Fiscal a cargo de la causa, como también el Juez de Garantías, quienes deben contar con todo el respaldo institucional y social.

Desde el poder político se debe apoyar con todos los resortes institucionales la investigación penal, y facilitar todos los medios materiales y humanos que el Poder Judicial requiera en su tarea de investigación.

Las autoridades del gobierno asumiendo el alto rol institucional que cada poder del Estado debe cumplir, precaviéndose de exponerse públicamente en funciones que desnaturalizan su labor y confunden las responsabilidades que la Constitución deslinda con claridad, componiendo el sistema de pesos y contrapesos arquetípico de la forma republicana de gobierno.
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